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Dentro de los elementos esenciales que componen el Estado, encontramos a la 

administración pública, la cual esta compuesta por una gran variedad de elementos, entre 

los que destaca como componente principal, las personas. De ellas dependen las 

instituciones para materializar sus misiones organizacionales, por lo tanto, son éstos, 

quienes aportan la carne a los desnudos huesos del Gobierno4 estableciendo una condición 

sine qua non, para el funcionamiento de ésta. Sin embargo, estos funcionarios se 

encuentran regulados por un Estatuto Administrativo (cuerpo legal que regula las 

relaciones entre el Estado y los Funcionarios públicos) anacrónico, que no es capaz de dar 

cuenta de la realidad organizacional del Estado, no permitiendo que se realicen cambios 

significativos respecto a aquellos trabajadores que no contribuyen al logro de los objetivos 

de la organización. Estos funcionarios deficitarios, amparados por una calidad contractual 

de planta, generan en la práctica una serie de instancias de alta complejidad, que faculte a 
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la organización poder desafectarlas. En contraparte, encontramos una serie de 

funcionarios bajo la calidad jurídica de honorarios (personas contratadas para realizar un 

trabajo específico y por un tiempo determinado) y a contrata (empleados contratados por 

un año, que pueden o no, ser renovados en cada anualidad), quienes viven con la 

inseguridad e inestabilidad de sus cargos. A partir del año 2007, se observa como la 

contrata a pasado a ser la regla en el sector público y como desde el 2006 los honorarios 

han crecido fuertemente; todo esto en un contexto de no “respeto” de ciertos derechos 

que resultan fundamentales para la dignificación del funcionario y la función pública, en 

específico me refiero a los derechos de segunda generación: de huelga y paralización en 

todos aquellos servicios no esenciales en términos de la OIT.  

Un análisis de los discursos del 21 de mayo, de los últimos 10 años nos refleja la 

escasa importancia que ha tenido la temática de inclusión de derechos fundamentales en 

materia laboral al sector público y de modernizar el sistema de calidad jurídica de los 

funcionarios. Es decir, que  dentro de la agenda política de los gobiernos, por un lado, 

tanto durante los dos periodos de los presidentes de la Concertación y lo que lleva el 

actual mandatario Sebastián Piñera, no se observa que éste sea un tópico que forme parte 

del relato político. Es mucho más rentable electoralmente inaugurar infraestructura que 

hacer cambios en éstas materias, “nadie quiere que le explote la bomba en la cara”. Hacer  

meritocrático el sistema de entrada de todos los funcionarios públicos quita cuotas de 

poder a los partidos políticos, no debemos olvidar que históricamente el Estado ha sido un 

botín político, lo cual genera que no exista intereses de cambio, por parte de los actores 

involucrados, de una generación real de cambio que importe transacciones de derechos y 

deberes y, que en definitiva, cambie el statu-quo imperante.  

A lo ya mencionado se debe sumar la constante tensión a nivel de la conducción de 

éstos cambios o reformas entre lo técnico y lo político, entre la racionalidad de los 

primeros graficados en los cuerpos académicos y think-tank y la racionalidad de los 

actores políticos. Los técnicos operan con visiones de largo plazo y en tres velocidades 

distintas, concepción, diseño y puesta en marcha, sin embargo los tiempos políticos y en 

particular los calendarios electorales que son cortos (en nuestro país de cuatro años para 



el Ejecutivo), requieren, para los intereses políticos, que los cambios sean visibles y 

globales. Pero la capacidad de alcanzar acuerdos nacionales capaces de ir más allá de los 

cambios de gobiernos y las contingencias políticas dentro de una jungla de actores con 

interés e ideologías diversas, es bastante limitada; en donde uno (el Ejecutivo) ve a los 

actores de la otra vereda como gobiernos corporativos buscando satisfacer sus 

necesidades propias, y éste a su vez, se ve como el velador del bien común o interés 

general dificulta enormemente llegar a consenso en períodos donde no se vislumbran 

crisis, que inciten el consenso de los actores políticos. 

Respecto a definir el régimen para los funcionario y la extensión de derechos 

fundamentales a los empleados del Estado, se debe observar el problema no como 

exclusivo de la coalición gobernante, se debe mirar como un problema de Estado, por lo 

cual, se tiene que tratar con políticas de mediano y largo plazo, pero la lógica de los 

partidos políticos es legislar en función de sus intereses y no de los de la ciudadanía.  

El contexto es una de las variables claves para identificar la viabilidad política de 

hacer cambios (se debe recordar que éste tema como ya se dijo es político y pasa por 

actores políticos)  y en un contexto marcado por una baja aprobación del Gobierno5 con 

una pérdida de confianza en el Legislativo por parte de la ciudadanía6, con representantes 

de los gremios que están estrechamente vinculados con partidos políticos, y por otro con 
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la baja intención de “echar mano”  a un sistema que les favorece para introducir 

operadores políticos, todo estos cruzados con los factores culturales e ideológicos de los 

actores y la percepción que tienen los ciudadanos de los funcionarios públicos como 

ineficientes, dificulta enormemente hacer cambios en la calidad jurídica de los 

funcionarios en tiempos normales. 

Lastimosamente hemos de esperar una crisis para poder hacer los cambios 

necesarios. Una situación que clarifica lo expuesto es el rechazo a la idea de legislar del 

proyecto sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, el 

cual tras dos jornadas de debate, el proyecto sólo obtuvo 21 sufragios a favor y 8 

abstenciones, sin alcanzar el quórum de los 2/3 de los senadores, (25 sufragios)7, lo cual 

demuestra que el tema de los derechos fundamentales sólo tiene importancia para 

algunos parlamentarios de nuestro país. Lamentablemente “bendita sean las crisis 

(cuando son aprovechadas) que traerán nuevos vientos en materia de calidad jurídica y 

derechos fundamentales para los funcionarios del Estado”.  
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